Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 36 minutos) 


-En consideración el primer punto del Orden del Día: Carp. N* 414/2010. Suspensión de los 
fueros parlamentarios del señor Senador Rodolfo Nin Novoa. Solicitud del Juzgado Letrado de Primera 
Instancia en lo Penal de 6* turno en mérito a lo establecido por el artículo 114 de la Constitución de la 
República. (Dist. N* 537/2010). El señor Senador Nin Novoa ha solicitado ser escuchado por los 
integrantes de esta Comisión. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Muchas gracias, señor Presidente. 


La razón por la cual solicité comparecer ante esta Comisión -a pesar de que la integro- es 
que no quiero dejar pasar mucho tiempo sin que se analice esta situación y además, porque considero 
que sería de muy mal gusto que alguien que no fuera yo preguntara cuándo trataremos este tema, 
como queriendo dilatar, de alguna manera, la situación. 


Aclarado este punto quiero decir, con toda convicción, que la investigación a la que fui 
sometido durante dos años y medio por parte del Poder Judicial y de algunos medios de prensa 
termina en una suerte de “parto de ratón de la montaña”. Toda aquella acusación inicial sobre diversos 
temas que abarcaban muchísimos aspectos de mi vida, no como Senador ni como ex Vicepresidente, 
sino vinculado a otros tiempos -una deuda con el Banco de la República, la compra de una pequeña 
superficie de campo que realizara con mis hermanos, viáticos que se utilizaban en misiones oficiales- 
quedó absolutamente descartada. El proceso termina con la solicitud del Fiscal en el sentido de que se 
pida el desafuero para procesarme por un delito continuado de falsificación ideológica realizada por un 
particular. Creo que todos los señores Senadores han leído el expediente donde se encuentran tres 
documentos, que me parecen que son de suma importancia. Uno de ellos corresponde a un informe 
del estudio Brum-Costa que llega a una serie de conclusiones que demuestran, casi inequívocamente, 
que la conclusión a la que después arriba el Fiscal es absolutamente errónea; otro es el informe del 
doctor Gonzalo Fernández, quien asume la defensa de este caso en la última instancia de toda la 
indagatoria, porque nunca se me dio vista del expediente. En primer término aparecí como un testigo y 
luego terminé siendo indagado; nunca tuve el derecho a defensa, más allá de que colaboré con la 
Justicia cuando me refirió por escrito algunos comentarios que quisiera hacer sobre las fotocopias de 
los diarios que había presentado el denunciante, el entonces Senador Julio Lara. Asimismo, en varios 
pasajes el dictamen de la Junta de Transparencia y Ética Pública deja, para mí, claramente 
establecido cuál es la situación real. 


En primer lugar, a modo de anotación complementaria quisiera marcar algunas 
particularidades del proceso llevado a cabo en la sede, tanto en lo que respecta a la motivación de su 
iniciación como a los cuestionables y contradictorios criterios seguidos por el Ministerio Público, y 
también voy a mencionar la actuación, en principio fuera de las previsiones legales, de determinados 
organismos públicos. Todo este proceso que conduce a la solicitud de desafuero a los efectos de ser 
objeto de indagación penal, para mí tiene una manifiesta intencionalidad política porque es 
precisamente un político, un Senador, quien lleva los recortes de diarios y hace la denuncia. En este 
punto, quiero hacer una aclaración que me parece absolutamente pertinente. Hubo una controversia 
pública entre quien habla y el Fiscal con respecto al carácter político de esta denuncia y cuando se me 
interrogó en un medio de prensa sobre el origen de esta situación y su causa, luego de conocido el 
pedido de procesamiento, afirmé que esto, sin ningún lugar a dudas, tenía un origen político, porque 
fue un político, un Senador de la República, quien presentó la denuncia pública penal en una sede 
jurisdiccional. A eso me refería, precisamente, cuando dije que esta situación tenía un origen político. 
En realidad, el fiscal dijo que no tenía ninguna intencionalidad política, que los temas de esa índole no 
le interesaban, y ahí fue que se desató la controversia pública. Por mi parte, me limité a ejercer mi 
legítimo derecho a la defensa porque, como bien se ha dicho en varias oportunidades en el Senado  - 
recuerdo concretamente al señor Senador Pasquet hablando sobre esto- quien tiene derecho a 
cuestionar un fallo judicial es, precisamente, el imputado, el indagado. Hace unos días escuché al 
señor Representante Lacalle Pou hablar de estos temas en la Asamblea General y afirmar que en este 
país no se puede hablar de los fallos judiciales. Y ciertamente, más allá de que los dictámenes se 


acatan, estos siempre están sometidos a revisiones, siempre son discutibles, recurribles y son 
centenares las sentencias revocadas por tribunales superiores. 


Entonces, esta situación que comenzó hace dos años y medio, no es el resultado de una 
investigación realizada por un órgano público, sino la transcripción -como decía- de una serie de notas 
periodísticas realizadas por un semanario, de las que el denunciante, un Senador integrante de la 
oposición, simplemente hizo una transcripción, adjuntando las publicaciones como una prueba. El 
Legislador no es fiscal, y la propia publicación en sí misma es una denuncia que pudo haber sido 
recogida, en todo caso, por un representante del Ministerio Publico y presentada ante el Poder Judicial. 
Pero no sucedió así y los hechos en que se funda la denuncia, en lo que al entonces Vicepresidente de 
la República concierne, no son conocidos en virtud de la función del denunciante como Legislador; sin 
embargo, se encontró legitimado como gestor oficioso del Semanario Búsqueda, persiguiendo la 
finalidad, menor y peligrosa para todo el sistema democrático republicano, de colocar al Poder Judicial 
como medio para obtener prensa. El sistema judicial, en consecuencia, pasó a ser utilizado, no como 
instrumento para la investigación de hechos delictivos, la identificación y la sanción de los 
responsables, sino como medio de la acción político partidaria y del proyecto personal del actor 
político. El denunciante presentó la denuncia y salió del juzgado a hacer declaraciones que lo 
posicionaron como fiscal ad hoc ante la opinión pública. Debe recordarse que en el curso de su 
enfrentamiento mediático, el propio denunciante incurrió en un delito de comunicación -difamación- que 
motivó su pedido de desafuero, que en definitiva no se concretó por ausencia de votos suficientes en 
el Parlamento. 


Luego del largo y engorroso trámite, lo único que queda en pie y funda el pedido de 
desafuero es la solicitud de procesamiento de un Legislador bajo la imputación de un delito reiterado 
de falsificación ideológica por un particular. Esto es así en función de que el Fiscal entiende que se han 
falseado las consideraciones de la realidad... 


SEÑOR GAMOU.- Si no recuerdo mal, la figura de falsificación ideológica se sustenta en que un auto 
que supuestamente era suyo y estaba a nombre de su hijo, fue declarado como de su propiedad. O 
sea que el señor Senador declaró más patrimonio del que realmente tiene. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Si el Cuerpo tiene paciencia para seguir escuchándome, luego abordaremos 
ese tema. 


Como decía, esto es así en función de que el Fiscal entiende que se han falseado las 
consideraciones de la realidad, alterando el contenido de las declaraciones juradas. A los efectos de 
fundar su solicitud, se tuvo en cuenta las declaraciones juradas presentadas ante la Junta Asesora en 
Materia Económico Financiera del Estado, correspondientes a los años 2000, 2002, 2004, 2005, 2007 y 
2009 cuando, en realidad, el motivo de la denuncia obedecía a la diferencia que había entre las del 
2005 y 2007, pues las otras nada tenían que ver. Quiero señalar que de acuerdo con los numerales 1) 
y 2) del artículo 4% de la Ley N* 17.060, la referida Junta tiene como cometido exclusivo el 
asesoramiento a los órganos judiciales con competencia penal, emitiendo opinión dentro del marco de 
su materia cuando la Justicia o el Ministerio Público lo dispongan. Asimismo, se establece que 
asesorará a nivel nacional en materia de los delitos previstos por la presente ley, contra la 
Administración Pública y contra la economía y la hacienda pública, que se imputen a alguno o algunos 
de los funcionarios públicos enumerados en los artículos 10 y 11 de la presente ley. 


Las falsificaciones -si es que de esto se trata- de cualquier tipo no se encuentran 
comprendidas dentro de los delitos que marcan la competencia de la Junta, por lo que no se debió 
expedir en ningún momento, aun ante la requisitoria judicial emitida en forma errónea. 


La ley establece con mucha claridad que la no presentación de las declaraciones juradas, así 
como la inclusión en ellas de bienes que no son de uno -ocultamiento- no constituyen un delito sino 
una falta grave. 


Señor Presidente: de lo mucho que he aprendido aquí con todos ustedes, destaco el criterio 
general de que la ley particular deroga a la ley general. Si en una ley específica sobre declaraciones 


juradas se dice que “la alteración de las declaraciones juradas no es un delito sino una falta”, no podría 
imputarse a una declaración equivocada -como en este caso, en el que yo digo que no está 
equivocada- otra ley que no fuera la propia. A mi juicio, esto no resulta congruente con un proceso 
cristalino. En realidad, la declaración jurada que hice tiene un celo excesivo en materia de 
transparencia. Cuando digo que es mío el auto que está estacionado aquí abajo, que ustedes ven 
todos los días -creo que es parecido al del señor Senador Moreira- y lo vieron durante cinco años, 
antes que nadie sé que lo es y por diversas circunstancias -que no viene al caso detallar- lo puse a 
nombre de mi hijo. Es una actividad absolutamente corriente en la vida nacional que una persona 
compre un auto y lo ponga a nombre del hijo o la señora. Esto es algo absolutamente común. 


Creo que todos ustedes leyeron los informes que hay en el expediente. Quizás más adelante 
me detenga en la lectura de lo que mi defensor, el doctor Gonzalo Fernández, dice al respecto. 


Decía que las falsificaciones de cualquier tipo no se encuentran comprendidas dentro de los 
delitos que demarcan la competencia de la Junta, por lo que ella no se debió expedir en ningún 
momento, aun ante la requisitoria judicial emitida en forma errónea. 


Es muy claro que las declaraciones juradas que deben presentar determinados funcionarios, 
de conformidad con los artículos 10 y siguientes de la Ley N* 17.060, solo tienen por finalidad 
constituirse en elemento de prueba en los casos en que se investiguen delitos de corrupción. 


Ahora bien, ¿cuál era el delito de corrupción que se me estaba imputando? ¿Cuándo hubo 
alguna denuncia sobre la administración de los fondos públicos de este Poder Legislativo -que tuve el 
honor y la responsabilidad de administrar durante cinco años- que marcara una nota, una mínima falta 
sobre desvío de fondos, sobre alteración de dictámenes o sobre sospechas de ingresos personales 
indebidos? ¿Dónde está? El Poder Legislativo -lo digo con mucha franqueza- es muy vulnerable -no sé 
si esa es la palabra correcta- es pasible de que sus integrantes den información a los Legisladores. Si 
a un Senador le dieron información sobre una boleta de un restaurante de España para ver si se había 
comido mucho o poco, imaginen lo que hubiera ocurrido ante cualquier desvío de fondos, por mínimo 
que fuera, en la administración de este Parlamento, que tiene gastos, inversiones, licitaciones. Solo el 
cambio del techo, por ejemplo, costó US$ 1:000.000. Si eso hubiera ocurrido, habría aparecido alguien 
cuestionándolo, avisándole a un Legislador y haciendo la denuncia. Nada de eso sucedió; nunca hubo 
una acusación respecto al manejo inadecuado de los fondos públicos. Tampoco fui objeto de acusación 
alguna mientras administré la Intendencia de Cerro Largo durante diez años. Nunca nadie en la 
Administración Pública dijo algo sobre la presunta o posible desviación de fondos o de haber hecho 
una administración irregular, como la de muchos Intendentes o Vicepresidentes que han pasado por 
estos casos. 


También hay elementos contradictorios y cuestionables, tanto en el dictamen de la Junta 
Asesora en Materia Económico Financiera como en la requisitoria del Ministerio Público. 


Se sostiene que nuestro Derecho no penaliza el enriquecimiento ilícito. Esta afirmación es, por 
lo menos, discutible porque todos los delitos de corrupción que pueden imputarse a un funcionario 
público son el instrumento, la herramienta o el medio para obtener un enriquecimiento, que por esa 
misma razón resulta ilícito. Es verdad que no está tipificada la figura del enriquecimiento ilícito, pero en 
la legislación uruguaya el enriquecimiento ilícito de los funcionarios públicos es penado una vez 
probado. Sin embargo, la requisitoria del Ministerio Público aparece teñida de subjetivismo en la 
medida en que a partir de la constatación de un incremento del activo patrimonial de un funcionario 
público, se presume que el mismo es ilícito, sin aportar siquiera un elemento indiciario que pudiera 
fundar tal presunción. Este hecho es particularmente grave ya que, en su dictamen, la Junta explica, 
luego de hacer un profundo estudio de las declaraciones, que el incremento en el activo patrimonial de 
Rodolfo Nin Novoa obedece a situaciones personales, incremento de sus ingresos derivados de la 
nueva función que desempeña y a hechos económicos externos, como la valoración de la tierra, por 
ejemplo. Es lógico que si en el transcurso de dos o tres años el valor de una hectárea de campo pasa 
de un promedio nacional de US$ 800 a US$ 2.000, el activo del propietario del campo se habrá 
incrementado sin actividad alguna de su parte y sin que el incremento pueda derivarse de una actividad 
ilícita del mismo. 


En lo que tiene que ver con el auto, creo que todos leímos la contundente explicación sobre la 
inclusión de los automóviles que hace el doctor Gonzalo Fernández en la defensa, quien expresa que 
la inclusión de ambos vehículos en el rubro de activos de la declaración jurada de bienes que hice en 
los años 2004 y 2005, lejos de traducir un acto mendaz o fraudulento, pone de relieve, y lo hace a 
todas luces, la voluntad y el afán de transparencia del imputado, es decir, de quien habla. Agrega que 
eso es irrefutable porque en ambos casos, a fojas 171 y 176, estampé simultáneamente, en la propia 
declaración jurada, que el automóvil declarado está a nombre de mi hijo. Continúa alegando el doctor 
Gonzalo Fernández que no cabe duda alguna de que el propio declarante advirtió a texto expreso, en 
ambos casos, que el titular dominial del bien mueble era su hijo. Entonces, a lo sumo, podrá 
cuestionarse si correspondía o no denunciar tales automotores en el activo, haciendo la simultánea y 
expresa salvedad de que en ambos casos los vehículos eran titularidad de mi hijo, pero el doctor dejó 
claro que ese eventual cuestionamiento carece de relevancia jurídico penal. Este profesional continúa 
diciendo en su alegato que, en rigor de verdad, luego de la advertencia que hizo el propio Senador Nin 
Novoa, quizás cabe reputar de equivocada la inclusión de la respectiva unidad patrimonial, pero jamás 
-nunca- de un acto objetivamente simulado y destinado a engrosar sus bienes de activo, desde que él 
mismo pone de relieve los elementos que permiten descartar como propia la titularidad dominial del 
automóvil. 


Cuando la Jueza Canessa me interrogó, pensé que me estaba dando un cuestionario para 
que lo contestara. Sin embargo, lo que me dio fue la trascripción de la denuncia y me preguntó qué 
comentarios tenía al respecto. Según me han dicho, esto es propio de los juicios penales -en los cuales 
los jueces penales deben preguntar directamente- y no de los civiles. En ese momento, le dije a la 
Jueza Canessa que era claro que desde el punto de vista jurídico el propietario del automóvil era mi 
hijo, Rodolfo Nin Cirión, por lo que no estaba obligado a incluirlo en la declaración jurada. No obstante, 
la verdad es que el automóvil me pertenece y el significado de la palabra verdad abarca desde la 
honestidad hasta la buena fe y la sinceridad en general. Mi conciencia me indicaba que debía incluirlo 
en la declaración con expresa aclaración sobre la titularidad del mismo. Por tanto, no es que alguien 
descubrió que el auto que declaré no era mío sino que lo dije personalmente. Entonces, no hay ni el 
más mínimo margen de error de apreciación sobre este tema. 


Por otro lado, la ley exige denunciar en las declaraciones la participación que el declarante 
posea en sociedades nacionales o extranjeras, personales, con o sin personería jurídica. La exigencia 
está en denunciar la participación pero no la sociedad. Tengo la sensación de que se me quiere 
procesar porque no puse el nombre de la sociedad, cuando lo que interesa en la declaración jurada de 
bienes de los funcionarios es la verdad material, es decir, cuáles son esos bienes que cada uno tiene. 
Muchas veces tomo como ejemplo de esto algo que considero mucho más comprensible que lo relativo 
a una sociedad ganadera, que algunos creen es una sociedad anónima. Aclaro que no lo es, sino que 
se trata de una sociedad entre tres hermanos que se juntan para, en lugar de tener una vaca cada uno, 
que las vacas sean de los tres. Reitero que tengo la sensación de que, quizás, alguien podría ser 
procesado por declarar una casa en un determinado departamento, balneario, sección judicial, padrón, 
solar y manzana, con un precio equis, pero no especificara el nombre que podría ser, por ejemplo, 
“Solymar”. Entonces, se podría decir que esta persona tiene una casa que se llama Solymar y que no 
la declaró. Este es el caso; lo que declaré fueron los bienes que tengo en sociedad con mis hermanos. 
Esto es lo único que tengo e insisto que no oculté ninguna otra sociedad. Además, si bien el fiscal dice 
que hacer una declaración jurada es algo bastante sencillo, en realidad, no estoy muy de acuerdo con 
eso, a pesar de que he hecho muchas en mi vida. Hasta ahora debo haber hecho entre siete y ocho 
pero, particularmente, en 2010 hice dos, una el 1% de marzo cuando dejé el cargo de Vicepresidente y 
otra igual cuando asumí como Senador, ese mismo día. Así me lo pidió la Junta. 


Cuando se toma la declaración jurada, se la empieza a llenar por la página primera, 
obviamente. Se pide la declaración de los ingresos, el empleador, las rentas y otros ingresos que tiene 
el cónyuge. Luego, en la segunda página, se pide el estado de situación patrimonial, depósitos en los 
bancos, importe, número de cuenta, aclaración de si es en dólares o en pesos, valor en pesos, 
subtotal, etcétera. Después vienen los inmuebles. Entonces, en la de 2007 declaro el inmueble rural y 
establezco: Padrón N* 369 rural, especie y ubicación. No me piden superficie, pero aclaro que tiene 
437 hectáreas, dando más información, es decir, transparentando más la situación. Luego agrego que 
es en la 8? Sección de Cerro Largo y que el porcentaje de la propiedad es el 33%. De aquí se puede 
discernir, concluir pacíficamente, que hay alguien que tiene el 66% restante y que este padrón no es 
solo mío porque, si no, hubiera puesto el 100% de un padrón que se hubiera dividido. Después vienen 
los autos, los semovientes, y pongo todo: los novillos, los bovinos, los equinos y los lanares, que son 


51, 12, 200 y 18. Y después, en la otra hoja, se pide participación en sociedades y valores. Se habla de 
propios, gananciales y de clases de títulos. Yo no tengo ninguna clase de título en la sociedad emisora. 
Luego se pide la entidad emisora; no hay ninguna entidad que emita nada en Tupambaé Sociedad 
Ganadera. Posteriormente, se pide porcentaje sobre capital y valor nominal, pero interpreto que esto 
no es para mí porque, en todo caso, ya lo puse en la página anterior. Y esta es la diferencia que hay 
con la sede judicial, que dice que yo tendría que haber puesto acá, o quizás en una observación, el 
nombre de la sociedad, es decir, que esto era parte de una sociedad que integro con mis hermanos, 
cosa que ya había dicho, de alguna manera, cuando aclaro que me pertenece un 33% del campo. 
Pero, además de eso, recurriendo al objetivo de conocer la verdad material, cuando usted mira 
después la declaración judicial de 2009, ve que es exactamente la misma; la única diferencia es que en 
“Observaciones” puse que integro la tercera parte de Tupambaé Sociedad Ganadera, que es la 
propietaria de los semovientes, porque ni siquiera lo es del campo. El campo está comprado a nombre 
de Fulano, Mengano y Rodolfo Nin Novoa. También en este caso se dijo que era una sociedad y se 
planteó por qué no lo había puesto si estaba comprado a nombre de Tupambeaé. Insisto: no se compró 
a nombre de Tupambaé, porque Tupambaé Sociedad Ganadera es una sociedad civil, como decía. 


De manera que pregunto: ¿puede sostenerse con un elemental rigor jurídico que constituye 
prueba indiciaria de un delito la omisión de bienes que se denuncian como propios y son el equivalente 
a la participación de una sociedad civil constituida entre hermanos? Debe tenerse en cuenta, al 
respecto, que el artículo 17 de la Ley N* 17.060 establece claramente que la inclusión, en la 
declaración jurada inicial de cada declarante, de bienes y valores pertenecientes a terceros o 
inexistentes, así como la ocultación de bienes que se hubieran incorporado al patrimonio del 
declarante, se considera falta grave a los deberes inherentes a la función pública. Es una falta 
administrativa y no un delito, aunque yo digo que la declaración la hice bien. 


Realmente, en toda esta situación que se ha generado uno se siente como justiciable, como 
indefenso. La verdad es que a nosotros nos hubiera gustado hacer las aclaraciones correspondientes; 
siempre quisimos colaborar con la Justicia y hubiéramos deseado hacerlo. El problema es que el Juez, 
sin mi presencia ni la de mi abogado defensor, ya pidió el procesamiento. Es una situación bastante 
complicada desde el punto de vista de la legalidad del proceso. ¿Cómo se puede procesar a alguien 
sin que se le haya escuchado? 


Señor Presidente: no oculté ningún bien y declaré absolutamente todo lo que tenía, utilizando 
un criterio que si bien puede ser discutible, en ningún momento se especificó estrictamente cómo debía 
hacerlo, porque declarar el 100% del 33% es exactamente lo mismo que declarar el 33% del 100%. 
Esto está demostrado en las declaraciones juradas posteriores. Como es de conocimiento de los 
señores Senadores, las declaraciones juradas de DICOSE se deben realizar todos los años y 
manifiestan exactamente lo mismo: Tupambaé, sociedad ganadera, número de padrón 369, 437 
hectáreas; es decir que allí consta exactamente todo lo que declaré. No oculté, desvirtué ni falsifiqué 
absolutamente nada. 


Es cuanto quería manifestar y quedo a las órdenes para las posibles consultas que los 
miembros de la Comisión quieran efectuar. 


SEÑOR GAMOU..- No voy a realizar consideraciones sobre lo expuesto por el señor Senador Nin. 


Como Senador de la República entiendo que es lamentable que nos prestemos a este tipo de 
situaciones -esto es algo que me podría haber sucedido siendo Diputado- cuando, como uruguayos, 
nos sentimos orgullosos por el hecho de que una persona se presuma inocente hasta que se 
demuestre lo contrario. De alguna manera, estamos sometiendo al señor Senador Nin a tener que 
demostrar su inocencia cuando, en realidad, acá no hubo ningún tipo de acusación seria que diera 
lugar a la necesidad de una defensa. Honestamente -reitero- me parece lamentable que el señor 
Senador haya estado prácticamente media hora demostrando cosas sobre las que, por lo menos en lo 
personal, no he recibido ninguna acusación seria. 


Por otro lado, considero que el enchastre y el juzgamiento que se hizo a través de la prensa y 
de los medios de comunicación en general, durante muchos meses, es uno de los temas con los que 


debemos tener cuidado. Cualquier persona puede realizar un enchastre y, luego, ¡vaya uno a sacarse 
ese enchastre de encima! 


Me llaman la atención algunas de las afirmaciones del señor Senador Nin, por ejemplo cuando 
se refiere a un delito penal y a la solicitud de procesamiento cuando ni siquiera se lo escuchó. Al 
respecto, creo que el Senado de la República debe dejar bien claro que somos respetuosos de la 
separación de Poderes, pero que no permitimos que se utilice un Poder del Estado con fines políticos. 
Como Senador de la República tengo derecho a decir que todo este proceso tuvo fines políticos y 
reivindico mi derecho a criticar la actuación de los Jueces y los Fiscales, de la misma manera que ellos 
tienen derecho a criticar nuestra labor. 


Asimismo, quiero expresar que este es un campo muy fértil para que se pueda decir cualquier 
tipo de disparates. 


Termino comentando, señor Presidente, que hace unos días, estando en una radio y luego 
de casi tres años y medio o cuatro de la aprobación del Impuesto a la Renta de las Personas Físicas, 
recibí llamadas de oyentes afirmando que los Senadores y los Diputados no pagamos ese impuesto y 
que cobramos $ 200.000 por mes, así como que tampoco pagamos Patente ni Contribución 
Inmobiliaria; es muy fácil hacer ese tipo de afirmaciones. 


Por lo tanto, me parece que en este caso, sin duda, el pedido de desafuero no corresponde; 
además, quiero poner un poco de seriedad al tema. Siempre digo que no soy quien para quitarle los 
fueros a una persona que fue electa por el pueblo, salvo en casos de delitos gravísimos o realmente 
repugnantes. Señor Presidente, aquí no estamos hablando de eso sino de todo un manejo político que 
se hizo del tema; en estos momentos me toca estar en el Senado -no sé por cuánto tiempo- pero 
quiero aclarar que no voy a prestar mi voto ni mi garganta para avalar un enchastre político que en este 
caso se ha hecho, lamentablemente, con la connivencia de otro Poder del Estado. No puedo decir que 
en esto haya tenido que ver todo el Poder Judicial pero, sin duda, no me pareció adecuada ni acertada 
la labor del Fiscal ni la del Juez, quienes solicitaron el desafuero. 


Era cuanto quería decir, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En primer lugar quiero señalar, como Presidente de esta Comisión, que esta 
no se ha prestado a nada. 


SEÑOR GAMOU.- No dije eso, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tenemos un conjunto de deberes establecidos por la Constitución de la 
República y, entre ellos, la obligación de responder a los planteamientos que en esta Sede se reciban 
del Poder Judicial; esa es la actuación que estamos llevando adelante respetando, además, una 
tradición que quería poner de manifiesto en estos momentos en que comenzamos el tratamiento de 
este pedido de desafuero. Como a nosotros, de alguna manera, nos toca actuar como jueces -ya que 
debemos estudiar hasta qué punto las denuncias en función de las cuales se solicita el desafuero 
tienen fundamentos suficientes como para prosperar o no y porque, de ser así, ello implicaría que la 
persona acusada quedara “desinvestida” de su condición de representante y suspendida en el ejercicio 
de su cargo- tenemos la responsabilidad y la obligación de brindar todas las garantías a los Poderes 
del Estado y al Legislador acusado -en este caso, un Senador- de que vamos a actuar en función del 
estatuto y del sistema jurídico vigente; eso es lo que estamos haciendo y lo que haremos. 


Además, creo que a todos les consta que, por lo menos en las Legislaturas en las que he 
participado -varios hemos sido compañeros en esta Comisión, que ha estado integrada por 
Legisladores de distintos Partidos Políticos- en todos los casos hemos tenido el mismo tratamiento 
respetuoso que, creo, es el que corresponde. 


Luego llegará el momento de las conclusiones. A mi juicio, todas ellas deberían ser jurídicas; 
podría haber alguna de carácter político, pero todos sabemos que cada uno es responsable de sus 
expresiones y las planteará en la forma en que estime pertinente. 


Si los señores Senadores están de acuerdo, esa es la forma en que se encarará el tema, es 
decir, siguiendo el libreto tradicional que hemos venido desarrollando. 


SEÑOR PASQUET.- Señor Presidente: naturalmente, he leído el Distribuido  N* 537 y confieso que 
aún no tengo una posición tomada con respecto al fondo del asunto; aclaro que no la adoptaré en 
solitario sino que informaré a mis compañeros de Bancada, con los que conversaré de un tema que, 
obviamente, es delicado, tal como cualquier otra situación análoga que pudiese involucrar a cualquier 
otro miembro de este Cuerpo. 


Quiero aclarar, en primer lugar, que estos temas se conversan y que no es cuestión de 
elaborar un análisis prescindiendo de la opinión de los compañeros. 


Por otra parte, por lo que he visto, la actuación del Juzgado, independientemente del acierto 
o del error en que pudo haber incurrido -para lo cual ha tenido pocas oportunidades, porque no se ha 
pronunciado sobre el fondo del asunto- es la que corresponde. Si al Juzgado llega un pedido de 
procesamiento, este no puede tomar una resolución sin cumplir con la audiencia prevista en el artículo 
126 del Código del Proceso Penal. Lo que hizo en este caso, antes de llegar a esa instancia -la 
penúltima antes de un eventual procesamiento- es correcto porque corresponde el levantamiento de 
los fueros; la declaración se haría en calidad de indagado y el paso siguiente sería tomar resolución 
sobre el procesamiento. De modo que no me parece que esté mal pedir el desafuero antes de esa 
audiencia, que es la que define en un sentido o en otro. Creo que el procedimiento es correcto. 


En cuanto a la cuestión de fondo, no me pronuncio ni tampoco lo hace la Jueza. Ella, como 
tiene un dictamen fiscal que pide un procesamiento, antes de llamar a la audiencia que establece el 
artículo 126 del Código del Proceso Penal tiene que pedir el desafuero; no puede proceder de otra 
forma. A mi criterio, eso es correcto, y que el interrogatorio anterior haya sido por escrito también 
corresponde, dada la investidura del denunciado. En aquel momento, el señor Vicepresidente Nin 
Novoa tenía derecho a que se le formularan las preguntas por escrito y a responderlas de la misma 
manera. De modo que el Juzgado procedió bien; es más, no había otra manera de hacerlo. 


En resumidas cuentas, creo que todo ha ocurrido correctamente, por supuesto que con la 
lentitud propia de los trámites de nuestra Justicia, que ya sabemos que funciona así en todos los 
casos. 


Naturalmente, me hago cargo de que estos hechos llaman la atención de la opinión pública, 
que mira cómo actúa una Cámara Legislativa cuando está involucrado uno de sus integrantes, lo que 
nos obliga a tener especial cuidado y a proceder extremando la diligencia que siempre hay que poner 
en el tratamiento de estas cuestiones. Me parece que este tema tiene dos aspectos fundamentales, 
aunque quizás tenga más, pero son los que se me ocurren. Uno de ellos tiene que ver con el caso 
concreto acerca del cual acaba de explayarse el señor Senador Nin Novoa, y el otro se relaciona con 
los conceptos generales -independientes del caso concreto- en cuanto a cómo debe actuar el Senado 
cuando se plantea un caso como este, a cuáles son los criterios a manejar ante un pedido de 
desafuero, o sea, los elementos que tiene que considerar y aquellos otros que, en cambio, no debe 
tener presentes por ser ajenos a su función. Sobre esto se ha escrito mucho, pero lo más relevante es 
la jurisprudencia del Cuerpo, si es que puede llamarse así a los pronunciamientos que toma un órgano 
como este, cuyo carácter político impregna todas las decisiones que se adoptan. Evidentemente, no 
podemos soslayar este hecho. 


Si mal no recuerdo, el antecedente más reciente que tenemos es el del entonces Senador 
Amaro, aunque quizás se me esté escapando alguno. Me parece que sería interesante contar con los 
antecedentes sobre el tratamiento del tema en Comisión y en la correspondiente sesión del Plenario, 
simplemente para ilustración de quienes no integrábamos el Senado en el Período pasado, que 
quisiéramos conocer los criterios que manejó el Senado para considerar un caso similar en el que se 
pedía el desafuero de uno de sus miembros. 


Esto -reitero- tiene que ver con cuestiones de carácter general y no es para nada atinente al 
caso concreto, pero en lo personal me gustaría contar con esa información. 


Muchas gracias, señor Presidente. 
SEÑOR PRESIDENTE.- La información que solicita el señor Senador le será proporcionada. 


SEÑOR MOREIRA.- Estas instancias nunca son gratas. En lo que me es personal, es la segunda vez 
que integro la Comisión de Constitución y Legislación, por lo que tuve oportunidad de participar cuando 
se consideró el pedido de desafuero de los entonces Senadores Juan Justo Amaro y Julio Lara Gilene, 
vinculado con este mismo tema, es decir que era un rebote de este proceso. 


He escuchado y leído con mucha atención el repartido que se nos entregó, en el que constan 
todos los elementos que hoy aportó el señor Senador Nin Novoa -aclaro que no voy a pronunciarme 
sobre el fondo del asunto- pero, de cualquier manera, esto requiere de un estudio muy pormenorizado. 
Creo que los elementos con los que contamos son los que hay; no creo que haya muchos más de los 
que están agregados allí. Me parece oportuno rever este tema, pero recuerdo que en el caso del 
Senador Amaro, primero lo recibimos, después solicitamos un expediente gigantesco que había en 
OSE, y no recuerdo bien si recibimos a las autoridades del organismo. En definitiva de lo que se trata, 
sobre todo, es de contar con elementos que hacen al expediente judicial que, en este caso, es muy 
pequeño. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me acota la señora Secretaria que está a disposición de la Comisión más 
material que el que tenemos en este momento. 


SEÑOR MOREIRA.- Todos los elementos de que podamos disponer son útiles porque, como bien 
decía el señor Presidente, esta no es una función jurisdiccional propiamente dicha, pero sí una especie 
de función jurisdiccional porque, en definitiva, estamos pronunciándonos sobre el fondo del tema. 


Con respecto a la actuación de la Sede, hay un Fiscal que tiene una opinión y el Juez hace lo 
que tiene que hacer porque cuando hay acusación previa, remitiéndonos a lo que establece el artículo 
126 del Código del Proceso Penal, el Juez tiene que solicitar a la Cámara que levante -o no- los fueros 
que hacen a la inviolabilidad del Legislador y que están establecidos en beneficio del propio Cuerpo. 
En este caso, creo que el Juez no realizó ningún prejuzgamiento -no sé cuál es la opinión del 
Magistrado- sino que ha habido un tema sobre el procedimiento anterior porque hay una discusión 
sobre si se debía o no designar un defensor. Es más, hubo una previa entre el Juez y el Fiscal que no 
fue más allá del tema procedimental. En este caso, sobre el fondo del asunto lo único que hay es el 
pedido de procesamiento del Fiscal, pero el Juez está haciendo lo que debe, tiene que proceder en 
consecuencia. En el procedimiento judicial no observo politización alguna pues no sé cuáles son las 
ideas políticas del Fiscal y, en lo que respecta al procedimiento judicial en sí mismo, puedo observar 
que se están acatando las normas procesales vigentes. Entonces, no podemos de ninguna manera 
pronunciarnos sobre el fondo del tema pero, si los señores Senadores lo estiman oportuno, veremos si 
existe algún elemento más para después resolver. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En principio, creo que lo lógico es que las carpetas estén a disposición de 
aquellos Senadores que las quieran consultar. Si quieren copias, se mandarán a hacer porque no me 
parece que tenga mucho sentido fotocopiar todos los expedientes. Entonces, las carpetas están a 
disposición de los Senadores y, a su vez, al señor Senador Pasquet se le van a entregar los 
antecedentes respecto del desafuero del Senador Amaro, que fue el último que trató el Cuerpo. 


SEÑOR MICHELINI.- Nosotros no vamos a discutir si la actitud del Juez es la que corresponde o no, 
tenemos un expediente y nos vamos a expedir en función de él. Estamos convencidos de que el 
desafuero no se sostiene por ningún lado: ni por la no inclusión del nombre de la sociedad, porque el 
bien está, ni por si el Senador Nin Novoa cometió un error en declarar un vehículo que le pertenece, 
pero cuyo titular es un familiar. Creo que transitar por este camino no nos va a llevar a buen puerto y, 
además, todos conocemos lo sucedido previo a esta denuncia y al expediente que termina en este 
pedido de desafuero -y no voy a decir que exista mala fe de alguien-; creo que el Fiscal se equivoca y 
el Juez cree que antes de abrir juicio corresponde pedir el desafuero. Conozco muy de cerca todo lo 
que ocurrió antes de esta denuncia porque las casualidades de la vida me hicieron ser testigo del 
primer desencuentro entre el ex Senador Lara y quien fuera Vicepresidente de la República en aquel 


momento. Además, ese desencuentro implicó el desarrollo de algo así como una telenovela, por el 
solo hecho de que el señor Senador Nin Novoa actuó -como corresponde; no es un mérito, sino una 
obligación- en defensa de los dineros públicos. 


En función de lo expresado, quiero señalar que estamos en condiciones de elevar la carpeta 
para rechazar el desafuero pedido por el Juez. Por otra parte, al igual que lo hicimos en el caso del 
señor Senador Amaro, en el que consideré que debía votarse el desafuero -independientemente del 
convencimiento y de lo que cada uno iba a votar, salvo que yo actuara de mala fe, como se sabía que 
no había votos entendí que lo mejor para la persona era actuar cuanto antes- solicito que se actúe con 
rapidez. Inmediatamente después de que este expediente ingresara a nuestro estudio -antes de fin de 
año- manifesté a algunos integrantes de esta Comisión que queríamos resolverlo lo más rápido 
posible; sin embargo, se nos dieron razones lógicas por las que no se podía hacer antes de fin de año: 
se nos dijo que había muchos temas a estudio de esta Comisión y del Senado, que el Presupuesto 
había dejado muchos proyectos de ley atrasados y que se necesitaba un tiempo para analizarlo. Lo 
cierto es que transcurrió el verano, volvimos a la actividad parlamentaria, pasaron marzo y abril y ya 
está terminando mayo. Además, la Bancada oficialista no lo va a votar y, obviamente, no están los 
votos necesarios, por lo que me parece que deberíamos darle un rápido cumplimiento. 
Independientemente de la convicción que pueda tener cada uno, si ya se sabe que no van a estar los 
votos correspondientes, parecería lógico resolver el tema en la primera sesión de junio, votando cada 
uno según su conciencia. 


Es todo cuanto tenía para decir, señor Presidente. 


SEÑOR PASQUET.- Señor Presidente: quiero dejar constancia de que no estoy de acuerdo con lo que 
acaba de plantear el señor Senador Michelini. Es cierto que el desafuero del señor Senador Nin Novoa 
está planteado desde el año pasado, pero si no se trató no fue porque los representantes de los 
partidos de oposición lo hayamos impedido. El problema no fue que lo hayamos querido postergar de 
cualquier manera o que hayamos esgrimido alguna clase de dilatoria, sino que la Bancada de Gobierno 
dio prioridad absoluta al tema de la anulación de la ley de caducidad y dedicamos las últimas sesiones 
del año pasado a recibir a expertos que venían a asesorarnos sobre ese tema. Recuerdo 
perfectamente que el señor Senador Nin Novoa quiso hacer la exposición a fines del año pasado, pero 
no pudo porque optamos por recibir a los profesores que venían a informar sobre el proyecto que 
estaba a consideración. A su vez, este año ocurrió lo mismo: la prioridad absoluta la ha tenido el 
tratamiento de todo lo relativo a la ley de caducidad. Quien fija la agenda de la Comisión es el 
oficialismo y no nosotros, que no hemos esgrimido ninguna clase de argumento para postergar el 
tratamiento de este asunto. Es más, por razones de delicadeza y por la incomodidad que provoca la 
consideración de este tipo de cuestiones, tampoco lo apresuramos y nos parece mucho mejor que la 
iniciativa haya provenido del señor Senador Nin Novoa. Ahora bien, planteada la cuestión y debiendo 
pronunciarnos sobre ella, pretendemos hacerlo seriamente, haciendo los estudios y consultas que 
entendamos pertinentes, para luego votar responsablemente lo que cada uno crea correcto. No 
aceptamos que se nos diga que este tema tiene que resolverse en una determinada fecha; se sabe 
que los votos no son suficientes pero, independientemente de cuál sea el resultado de la votación, 
quiero hacerlo a conciencia y con total conocimiento para luego poder explicar a la opinión pública la 
razón de mi posición. Para votar lo que a mi entender corresponde, debo estudiar este tema no solo en 
lo que tiene que ver con el caso concreto, sino también acerca de cuál es el criterio general que ha 
venido manejando el Senado porque, ya sea para continuar por el mismo camino o para apartarme de 
él, necesito un fundamento. ¿Vamos a juzgar si hay delito o no, o si la denuncia tiene un móvil 
político? Estas son dos líneas diferentes que tienen un encare también diferente del asunto, y según 
razonemos podemos llegar a distintas conclusiones. Considero que esta cuestión no puede ser 
resuelta con ligereza porque lo que hagamos tenemos que explicarlo a la opinión pública para que 
tenga la certeza de que actuamos de esa forma por entender que es ajustado a derecho y no por el 
hecho de que se trata de uno de nuestros pares, ni porque pensemos “hoy por mi, mañana por vos”. 


Repito que esto me preocupa mucho y por esa razón quiero estudiarlo a conciencia. No voy 
a demorar más de lo que sea estrictamente indispensable. Actuaré con la misma diligencia con la que 
procuro hacerlo siempre, pero no quiero que me “corran con el poncho” y tenga que votar la semana 
que viene porque el oficialismo hasta ahora entendió que este tema podía postergarse para tratar otros 
y ahora considera que debe ser resuelto la semana que viene. No estoy de acuerdo con ese proceder. 


SEÑOR MOREIRA.- Entiendo que el señor Senador Michelini está equivocado porque si el objetivo es 
salvaguardar el honor del señor Senador Nin Novoa, este es el peor de los caminos. Aquellos que 
digan que hay que votar la semana que viene porque los votos están asegurados, creo que se 
equivocan. La mejor forma de salvaguardar el honor es decir que, luego de haber estudiado 
minuciosamente el tema, se ha llegado a tal conclusión, con todas las garantías del debido proceso en 
el Parlamento. Este tema debe manejarse con gran delicadeza. Es más, ninguno de nosotros ha hecho 
declaración pública al respecto. Por lo menos, en lo que a mí respecta, no he escuchado a nadie hablar 
de este tema para tratar de obtener algún rédito político -de manera que descarto absolutamente esa 
intencionalidad- sino que, por el contrario, sentimos la delicadeza de la misión que se nos ha 
encomendado. Hace seis años que trabajamos con él, lo conocemos desde hace mucho tiempo y, por 
cierto, no queremos afectar en nada su honor. Queremos ser celosos guardianes del procedimiento, y 
para ello pensamos que no hay mejor forma de brindar garantías que estudiar el tema con el debido 
tiempo. Por supuesto, no nos vamos a tomar un año para hacerlo pero tampoco se nos puede meter el 
gaucho para votarlo la semana que viene; ese es un camino equivocado, contrario al objetivo que se 
persigue. No vamos a dilatar la situación in aeternum, pero sí queremos darnos un tiempo para 
estudiarla y luego, cuando lleguemos a determinadas conclusiones, tomaremos las decisiones 
adecuadas. 


SEÑOR MICHELINI.- Creo que he sido malinterpretado, además, se entendió que quise “meter el 
gaucho”; por un lado, como estoy con un tono bajo de voz es difícil que actúe de esa forma y, por otro, 
mis interlocutores no lo admitirían. 


No solo el señor Senador Nin Novoa trasmitió la voluntad de querer venir en diciembre, sino 
que en lo personal plantee a algunos integrantes de esta Comisión la posibilidad de hacer un proceso 
rápido, en la medida en que estaba en juego el honor de uno de sus integrantes. Ahora bien; se nos 
pide tiempo para leer el asunto con tranquilidad. No agraviaría al señor Senador Moreira y menos al 
señor Senador Pasquet, porque son estudiosos, insinuando que en ningún momento vieron el tema. 
Aquí no se trata de sacarle el polvo a este asunto y empezar a leer porque está el señor Senador Nin 
Novoa; todos hemos dado una mirada, quizás no exhaustiva, al expediente. Es un caso que ha tenido 
connotaciones públicas, incluye a un integrante del Cuerpo y de la Comisión y, por lo tanto, no es que 
nos estemos desayunando ahora de este asunto. Aclaro que no estoy diciendo que haya Senadores 
que ya tengan este asunto estudiado totalmente. 


Por otra parte, destaco que quise poner en conocimiento de la Comisión que no vamos a 
votar el desafuero; simplemente se trató de una información, tal como ocurrió en otras oportunidades 
cuando se nos dieron a conocer por parte del Partido Colorado o del Partido Nacional las posiciones 
que habían tomado sus sectores. En este caso específico: cuando alguno de los sectores -quizás 
las matemáticas no me ayudan- no vota determinado asunto, la dificultad de alcanzar los dos tercios es 
bastante importante y cuando la que no vota es la Bancada mayoritaria, lograr esa mayoría especial se 
hace imposible. Entonces, a partir de esa información y de una exhortación -no se trató de avasallar a 
nadie- si los votos no están, nuestra intención es que este asunto se resuelva rápidamente. Incluso 
más: si fuera posible, quisiéramos solucionar este tema en las primeras sesiones de junio. Esa es 
nuestra intención, que se podrá compartir o no. Habrá que ver si se entiende que vale la pena 
dedicarnos a este tema rápidamente habida cuenta de que la decisión ya está prácticamente tomada. 
Así procedimos en el caso del ex Senador Amaro y en otros; pero sobre este punto no hay por qué 
creer en mis palabras, ya que es posible recurrir a los antecedentes y verificar lo que estoy diciendo. 
En esos casos también se trató de que el tema se resolviera rápidamente. 


En cuanto al asunto que nos ocupa, como se sabe, el expediente del pedido de desafuero 
entró en noviembre y nuestra aspiración -sin que se tome a mal o se piense que estamos “metiendo el 
gaucho”- teniendo en cuenta que la mayoría no va a votar favorablemente ante ese planteo, es que el 
tema se resuelva rápidamente en Comisión para elevar el expediente al Plenario. 


SEÑOR LORIER.- Queremos señalar la importancia que tiene desde nuestro punto de vista que el 
propio señor Senador Nin Novoa haya traído el tema a la Comisión en esta etapa de desarrollo de sus 
actividades. Creo que se trata de un gesto importante que para nosotros tiene un alto valor, porque -y 
esto va unido a una segunda reflexión- sin duda alguna, hay que ponerse en los zapatos del Senador 
para saber lo difícil que es desde el punto de vista personal, ético y moral, haber sido objeto de una 
acusación de esta naturaleza y ver que los días transcurren y no hay una resolución de esta Comisión 


acerca de un tema tan importante para la vida personal y -¿por qué no decirlo?- también política del 
señor Senador. Entonces, nos parece altamente destacable ese hecho de que fue él quien trajo aquí el 
tema, sobre todo, teniendo en cuenta que durante mucho tiempo hemos estado abocados a otros 
asuntos y, realmente, no nos acordamos de volver a tratar la cuestión y, repito, fue el propio señor 
Senador Nin Novoa quien la instaló nuevamente en el debate. 


Por otra parte, y partiendo del hecho de lo que este tema significa para el señor Senador Nin 
Novoa -como podría serlo para cualquiera de nosotros si estuviéramos en una situación similar- 
consideramos que sería humana y políticamente importante, incluso hasta desde el punto de vista de la 
propia Justicia, tratarlo a la mayor brevedad posible sin fijarnos una fecha exacta. 


En función de los elementos que están que juego -si bien son profundamente políticos, tienen 
que ver con aspectos que hacen al ser humano y a su tránsito por esta vida- todos deberíamos hacer 
el esfuerzo por resolver el tema cuanto antes. 


SEÑOR GAMOU.- Lamento que en este momento no se encuentre en Sala el Presidente de la 
Comisión, señor Senador Gallinal, pero quiero solicitar que se revise la versión taquigráfica de mis 
palabras porque en ningún momento dije que el señor Presidente de la Comisión de Constitución y 
Legislación del Senado estaba politizando el tema. En ningún momento lo dije y, además, no creo que 
sea así. Puesto que ha vuelto el señor Presidente, voy a repetir lo que acabo de decir: en primer lugar, 
pido que revise la versión taquigráfica porque en ningún momento de mi primera intervención sostuve 
que el Presidente de esta Comisión, o el Cuerpo en sí mismo, estuviera politizando este tema. Estoy 
seguro de que no lo dije porque, por sobre todas las cosas, no creo que sea así y considero que es 
obligación de esta Comisión tratar el tema. 


En segundo término, quiero decir que es cierto que hay una petición fiscal, pero también el 
Juez podría no haber hecho lo que hizo. Por ejemplo, si mañana a algún Fiscal se le ocurre decir que 
cometí el delito de robar peines, secadores y champú, con toda razón el Juez podrá decir que le parece 
ridículo, que no hay mérito para pedir el desafuero, para que me defienda de ese delito. 


En tercer lugar -y yendo a la parte más seria- creo que el señor Senador Michelini no quiso 
“meter el gaucho”; más que nada hizo una reflexión en voz alta, apelando quizás a la sensibilidad que 
todos deberíamos tener al tratar temas de esta naturaleza. Quienes alguna vez recibimos denuncias 
falsas, sabemos que no nos afectan solamente a nosotros, sino también a nuestras familias. Uno tiene 
el lomo bastante duro y curtido para recibir palo, y nuestras familias también, no obstante lo cual, 
luego, por nuestra actividad política, sufren. ¡Y no quiero saber -tampoco se lo voy a preguntar, pues lo 
imagino- lo que habrán sufrido sus hijos, su familia, por un tema de este tipo! 


En definitiva, creo que el señor Senador Michelini apeló a la sensibilidad de todos nosotros 
para terminar con esto lo antes posible. En lo personal, conozco cuál será el resultado, pero de todas 
maneras el daño está hecho y, seguramente, después del resultado de la votación en el Senado de la 
República, mucha gente saldrá a decir: “¡Cómo se protegen entre ellos!” Lo que pasa es que, 
lamentablemente, al señor Senador Nin Novoa -ex Vicepresidente de la República- ya le hicieron el 
enchastre; la prensa ya juzgó. Y como alguna vez hemos sufrido denuncias falsas que se publican en 
la primera plana de los diarios sabemos que, luego, cuando resulta que estas se archivan, 
prácticamente aparecen en un “descolgadito” del Gallito Luis. 


Siguiendo la línea planteada por el señor Senador Michelini y sin ánimo de “meter el gaucho”, 
apelamos a la sensibilidad para que, cuando antes y en lo posible, podamos terminar con este tema 
en las primeras sesiones de junio. 


Si solamente lo sufriera uno en carne propia, no pasaría nada porque uno tiene el lomo ancho, 
pero el tema son las familias que siempre son víctimas de la injusticia que se comete. 


Era lo que quería manifestar. Por sobre todas las cosas, señor Presidente, en ningún 
momento pensé, ni remotamente, que usted quería politizar este tema. No lo pensé ya que lo respeto 
mucho, más allá de las diferencias políticas que podamos tener. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En realidad, mi referencia tenía que ver con las palabras del señor Senador 
Gamou cuando planteó el tiempo que perdíamos en este asunto. Esta es nuestra responsabilidad; no 
creo que estemos perdiendo el tiempo. Más aun, mi intención como Presidente de la Comisión, 
siempre sujeto a lo que se decida aquí por mayoría, va a ser dar a este trámite el mismo curso que 
hemos dado a los anteriores. Considero que siempre hemos salvado la responsabilidad del Senado y 
salvaguardado el buen nombre de las personas que han pasado por aquí, al igual que el prestigio de la 
Institución. 


También quiero aclarar que no se puede entender que, por el hecho de que la Jueza haya 
dado trámite al pedido de desafuero, eso signifique un pronunciamiento de su parte, porque también 
este pedido pasó del Juzgado a la Suprema Corte de Justicia, y es esta última la que se comunica con 
el Poder Legislativo y le da trámite. No por ello se interpreta que está de acuerdo con el desafuero. El 
desafuero es un instituto que no está legislado y, en consecuencia, no se pueden sacar conclusiones; 
no estamos en condiciones de saber qué es lo que piensa la Jueza al respecto. Por otra parte, de 
sostener esa opinión estaría prejuzgando porque todavía no tiene los elementos suficientes para un 
pronunciamiento de esa naturaleza. 


Entonces, me parece que con todas estas luces que alumbran el camino tenemos que ir 
llevando el tema. Sí comparto -siempre ha sido así- la idea de que se haga lo más rápidamente 
posible, pero con la sustanciación suficiente como para llegar al Plenario en condiciones de 
pronunciarnos con todos los elementos jurídicos que estén a nuestro alcance. 


SEÑOR NIN NOVOA.- En honor a la verdad, quiero decir que el Presidente de esta Comisión de 
alguna manera excitó mi celo para que yo presentara este asunto con rapidez a fin de que se tratara lo 
antes posible. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera entrar al tema, partiendo de la siguiente base que, creo, todos 
compartimos: lo que no está en el expediente, no existe. Y lo que está en el expediente es el pedido 
hecho por el Fiscal por dos delitos de falsificación ideológica, uno vinculado a la sociedad ganadera y 
el otro, a los automóviles. 


Creo que las respuestas ya han sido dadas por el señor Senador Nin Novoa. A mi juicio, eso 
no merecería mayor abundamiento. Dado que, como dije anteriormente, todo lo que no está en el 
expediente no existe, quiero señalar también que el señor Senador Nin Novoa tiene derecho a no 
contestar lo que voy a preguntar. 


La verdad es que cuando se inició todo esto -que seguramente agravió al señor Senador y lo 
tocó en su honor- en la opinión pública se habían planteado dos temas por parte del denunciante, uno 
de los cuales viene desestimado y, el otro, no está en el expediente. El que viene desestimado es el 
relativo al enriquecimiento ilícito, no porque el Fiscal crea que existió o no, sino porque a su juicio -en 
una opinión que uno no tiene por qué compartir- no existiría esa figura. Lo cierto es que en aquel 
tiempo se habló mucho en la prensa de que llamaba la atención la diferencia que existía entre una 
declaración y otra respecto al monto. Ese era el tema en cuestión y, a mi juicio, la razón por la cual se 
lo señaló más en aquél momento. Reitero que queda claro que del expediente no surgen elementos de 
este ilícito. 


Otro tema tenía que ver con una rifa de un apartamento. 
SEÑOR NIN NOVOA.- Eso fue algo posterior y no tiene nada que ver con esto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Mejor aún porque esta es una buena oportunidad para que el propio señor 
Senador, si lo entiende pertinente, lo deje de manifiesto. 


Reitero que en cuanto a los fundamentos fiscales para solicitar el desafuero, se destacan las 
dos falsificaciones ideológicas y del expediente surgen todos los elementos correspondientes. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Puedo hacer algunos comentarios y contestar las preguntas del señor 
Presidente porque tengo las cosas bien claras. 


Me gustaría traer a la Comisión otros casos y para eso voy a incursionar en un tema que me 
parece tiene relación con esto que pregunta el señor Presidente. Me refiero a una nota del diario El 
País -la recorté porque me hizo acordar mucho a mi caso, aunque por diferente- sobre algo que tiene 
que ver con Brasil y que, a su vez, aparece publicado en una nota del diario Folha de San Pablo. El 
artículo dice: “Ministro multiplica su patrimonio por veinte. Antonio Palocci, jefe de la Casa Civil 
brasileña -una especie de primer Ministro de la presidenta Dima Rousseff- multiplicó su patrimonio por 
veinte en cuatro años -2006-2010- según informaciones publicadas por el diario Folha de San Pablo. 
En noviembre de 2010, antes de asumir sus funciones como principal Ministro del gobierno de 
Rousseff, Palocci se compró un apartamento de más de cuatro millones de dólares en San Pablo, 
explica el periódico. Un año antes había adquirido una oficina en la capital paulista por unos 510.000 
dólares. Estas adquisiciones multiplican por veinte el patrimonio que Palocci declaró en 2006, cuando 
era candidato a Diputado federal, subraya la Folha de Sao Paulo. En dólares y según la cotización 
actual, esa declaración anotaba US$ 229.000. Durante sus cuatro años de Diputado, sus salarios 
sumaron un bruto de 594.000 dólares, una cantidad insuficiente para pagar estos bienes inmobiliarios, 
añade el periódico. La Folha de Sao Paulo subraya que este incremento de patrimonio llegó en el 
período que siguió a los años de Palocci como Ministro de Finanzas del ex Presidente Luiz Inácio Lula 
da Silva, 2002-2010. El apartamento y la oficina de San Pablo fueron compradas en nombre de la 
sociedad Projeto, de la cual Palocci posee el 99,9% del capital.” Entonces, la situación es que el 
ingreso total de esta persona era de US$ 500.000 y lo que compró representó un valor de US$ 
4:229.000. Siempre me pregunté cuál podría ser la explicación para que algunos hablaran de un 
crecimiento exponencial de mi persona. La verdad es que si uno hace un simple cálculo aritmético -una 
multiplicación- de los ingresos del Vicepresidente, que son públicos -están los míos, los del anterior, los 
del actual y los de los que vendrán- por los meses que ha trabajado y ha desempeñado esa función, no 
se genera una situación ni remotamente parecida a esta. El salario del Vicepresidente, en términos 
groseros -para no andar con una calculadora- son US$ 10.000 por mes, y durante sesenta meses, más 
los aguinaldos, etcétera, son más de US$ 600.000. Y lo que yo compré costó US$ 116.000. Es 
decir: yo no tengo que explicar un patrimonio superior a mis ingresos. Si alguien toma una declaración 
jurada de quien no tenía nada y ve que compra una bicicleta que le costó $ 1.000, el patrimonio se 
incrementó por 1.000, pero eso no quiere decir que sea ilícito, mal habido o que haya corrupción. La 
historia es esa. Nos dieron un plazo para pagarlo, y después se incrementó. El campo se compró a 
US$ 800 la hectárea, que fue el precio de venta real, además, porque un campo cercano, que tenía 
casa y luz contra la carretera -el mío no tiene- se había vendido en US$ 900 la hectárea. Se nos dio 
tres años para pagarlo y esa fue la manera en que pudimos adquirirlo. Entonces, el total de mi 
patrimonio es inferior a la suma de mis ingresos como Vicepresidente. Esa es la explicación. Lo que 
ocurre es que el Vicepresidente tiene la declaración jurada pública; entonces, un año no declara nada y 
al otro año declara, y ya se habló de estancias. Ustedes vieron que no son 5.000 hectáreas, ni 4.000, 
3.000 o 1.000, ni siquiera 500; son 147, que es mi parte. Si yo hubiera comprado un apartamento, 
estoy seguro de que no habría tenido ninguna dificultad, pero como en el Uruguay hay un estigma 
antirrural bastante fuerte y los que trabajan en el campo son estancieros, se dice: “Se compró una 
estancia”. No; me compré un campo, que es la vocación que yo tengo, que he tenido toda la vida y que 
me preparé para enfrentar. Esa es la explicación del crecimiento exponencial de mi patrimonio. 


SEÑOR MICHELINI.- Si no hay más preguntas, propongo que el tema figure en el próximo Orden del 
Día para ver si hay alguna inquietud más y, si estamos en condiciones, pasemos a resolver. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Consulto a los miembros de la Comisión -porque no lo he conversado ni 
siquiera con los compañeros de mi partido- si no correspondería que convoquemos al denunciante. 


SEÑOR MICHELINI.- Me parece que aquí no estamos haciendo el juicio. Lo que tenemos que ver es si 
de lo que surge del expediente y de los planteos del Fiscal y del Juez, hay mérito o no para sacar los 
fueros al señor Senador Nin. Obviamente, no se nos pide siquiera una posición jurídica; cada uno 
puede votar por las razones que sea. No corresponde hacer un juicio ni aproximarnos a ello. Reitero, 
tendríamos que ver si del expediente surgen esas condiciones porque el único paso que estamos 


dando es escuchar a quien el Senado le estaría quitando los fueros. Si tomáramos el otro camino, me 
gustaría escuchar al Fiscal y al Juez -algo por cierto imposible; estoy hablando en forma abstracta- y a 
quienes firman los informes, pero así se transformaría en un caso interminable. 


A mi entender, se debería poner el tema en el Orden del Día de la próxima sesión para que 
cada uno de los señores Senadores estudie el expediente y luego le plantearíamos nuevas inquietudes 
al señor Senador Nin o las discutiríiamos entre nosotros. Creo que estamos ante un tema que tenemos 
que resolver. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El tema quedaría planteado para tratarlo en la próxima sesión. 


Entiendo -al igual que los señores Senadores Moreira y Da Rosa- que se nos hace un poco 
difícil explicar a nuestros compañeros de sector y de Bancada la no convocatoria del denunciante. 
Asumo y acepto que estamos ante un tema que tenemos que estudiar, meditar y razonar. Asimismo, 
adelanto que no tenemos la más mínima intención de generar un escenario político, pero me da la 
impresión de que se cae de maduro que, siendo él quien dio origen a todas estas denuncias, por lo 
menos debería tener la oportunidad de expresarse ante la Comisión. 


El hecho de solicitar la convocatoria del denunciante compromete aún más a los señores 
Senadores del Partido Nacional, lo que no significa que no la vayamos a sortear con la objetividad que 
corresponde. Creo que se debería proceder así, por eso lo planteo. Queda, entonces, para la próxima 
sesión decidir si se cree o no conveniente la convocatoria del denunciante. 


SEÑOR MOREIRA.- Expreso mi apoyo a lo manifestado por el señor Presidente. 


Tal vez, mirar los antecedentes de los casos a que hicimos referencia nos pueda ayudar a 
resolver este tema. No recuerdo si en aquel momento el Secretario General de OSE, señor Daoiz 
Uriarte -uno de los denunciantes- efectivamente concurrió. Creo que todos los elementos que 
proporcionen más información serán la mayor garantía que pueda tener el señor Senador Nin. 


No existe en nosotros -como lo manifestaba el señor Presidente- ánimo alguno de hacer 
notorio este tema ni de sacar rédito político, pero cuanto más minuciosos seamos al respecto, mejor 
será para el Cuerpo y para el propio señor Senador Nin. Honestamente, no hemos conversado con 
nuestra Bancada sobre el tema ni lo hemos analizado en profundidad. Nos comprometemos a hacerlo 
para la próxima semana y plantear nuestra posición al respecto. 


SEÑOR GAMOU.- Ante la propuesta del señor Senador Michelini de resolver el tema lo antes posible y 
a efectos de que no existan sorpresas, no quisiera que la próxima semana discutamos en Comisión si 
se convoca o no al ex Senador Lara. En ese sentido, propondría votarlo ahora y adelanto mi voto 
negativo al respecto. Me resisto a permitir que esto se transforme en la segunda parte del show 
mediático que, en su momento, hizo el entonces Senador Lara con este tema. Tal como ha dicho el 
señor Senador Michelini, el ex Senador Lara tuvo oportunidad de hacer sus denuncias y, 
efectivamente, las hizo; más aún, fueron publicadas urbi et orbi y sólo faltó escribir un libro al respecto. 
Por lo tanto, no necesito escuchar al ex señor Senador Lara, que ya en su momento se despachó a 
gusto sobre el tema. 


Entonces, para ahorrar tiempo se podría plantear el asunto ahora y lo votaríamos enseguida. 


SEÑOR MICHELINI.- Señor Presidente: creo que ya se hizo mucho daño. Si se quiere plantear el 
asunto ahora, votaremos ahora y si, por el contrario, se decide postergarlo para el próximo martes, 
votaríamos ese día. No obstante, quiero reiterar que ya se ha hecho mucho daño; si Lara tuviese 
información para aportar a la Justicia, ya lo habría hecho. 


Sinceramente, me sentiría muy mal generando la yapa, el daño adicional, y aclaro que no 
estoy haciendo referencia al compañero de mi fuerza política ni al amigo, sino que estoy hablando de 
un integrante de este Cuerpo, y actuaría de la misma manera con respecto a cualquier otro. 


En lo personal, aspiraría a terminar cuanto antes con este asunto. Además, con la capacidad 
que lo caracteriza, el señor Presidente dijo que esto se resume en dos aspectos: en que no se puso el 
nombre de la sociedad -aunque sí el patrimonio- y en el tema del titular del vehículo. Considero 
que plantear el tema es resolverlo. 


Nada más señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Consultaremos a nuestra Bancada y traeremos su postura para la próxima 
sesión. He manifestado esto, simplemente, para que no se vieran sorprendidos el martes próximo; creo 
que lo menos que podemos hacer -reitero- es consultar a nuestra Bancada para saber qué opina 
sobre el tema. 


Por hoy daríamos por agotada la discusión del primer punto del orden del día, por lo que 
ingresaríamos en la consideración del segundo, que tiene que ver con un proyecto de ley de creación 
del Registro Nacional de Huellas Genéticas. 


SEÑOR GAMOU.- Como se sabe, señor Presidente, soy nuevo en esto y, como se dice, las escobas 
nuevas barren bien. Por lo tanto, hice los deberes y consulté, concretamente, a la autora de este 
proyecto de ley relativo a las huellas de ADN sobre las dudas que habían manifestado el señor 
Senador Michelini y el señor Presidente con respecto a INTERPOL. 


En lo que tiene que ver con la duda del señor Senador Michelini, pongo en conocimiento de 
los señores Senadores que la ex Ministra del Interior, Daisy Tourné, me dijo que en el proyecto original 
que ella envió no se incluía una tipificación penal tan detallada como la que surgió de la Cámara de 
Representantes, pero estimó conveniente que la iniciativa se aprobara, con o sin esa tipificación. 


Con respecto al tema de INTERPOL, me dijo que es imposible que no forme parte de la 
iniciativa debido a los acuerdos que el Uruguay ha ratificado en ese sentido y por la propia concepción 
de ese organismo. En ese sentido, y tomando en cuenta que la semana pasada habíamos llegado a un 
acuerdo en cuanto a la votación de este proyecto de ley, estamos en condiciones de acompañarlo tal 
como fue aprobado en la Cámara de Representantes ya que, en definitiva, el tema de la tipificación no 
hace daño. En caso de que algún señor Senador considere que existen elementos importantes, 
elementos de peso, como para modificarlo y no especificar tanto las penas, solicitaríamos que se 
hiciera lo más rápido posible a los efectos de poder aprobarlo cuanto antes. De cualquier manera, 
aunque lo aprobáramos en el día de hoy, recién ingresaría al Plenario en las primeras sesiones del 
mes de junio. En caso de aprobarlo tal como está, ya se enviaría al Poder Ejecutivo para su 
reglamentación, pero si se introdujera alguna modificación, tendría que volver a la Cámara de 
Representantes y el ánimo de la Bancada de Gobierno es que esta ley quede sancionada en el mes de 
junio. 


SEÑOR MOREIRA.- En lo que me es personal, solicitaría una semana más de tiempo para estudiarlo 
porque recién ahora tuve acceso al repartido donde constan las versiones taquigráficas. 


Con respecto a la observación que efectuó el señor Senador Michelini en la sesión pasada 
en cuanto a las tipificaciones de los artículos 11, 12 y 13, sería un tema que habría que estudiar porque 
se estarían creando tres delitos nuevos cuando nos encontramos en pleno proceso de reforma del 
Código Penal, por lo que no me parece bien crear, por leyes especiales, nuevas figuras delictivas. 
Personalmente, me gusta más la redacción del proyecto de ley original, que se remite a lo ya existente 
porque se refiere a sanciones administrativas o penales, si correspondieren, en caso de violarse figuras 
delictivas ya creadas. Francamente, no me animo a votar una iniciativa que crea tres nuevas figuras 
delictivas sin un informe jurídico correspondiente. 


Por lo tanto, me quedaría con el proyecto de ley anterior, cuyo artículo 12 establece: “Los que 
interviniendo en alguno de los procedimientos regulados en la presente Ley en razón de su cargo o 
profesión, permitieren el acceso a los registros o exámenes a personas no autorizadas o los divulgaren 
o Uusaren indebidamente, serán pasibles de las sanciones administrativas y su eventual sometimiento a 
la Justicia Penal”. En ese caso el Juez deberá decidir si existe algún delito. 


De todas formas -reitero- no me animo a votar un proyecto de ley que crea tres nuevas figuras 
delictivas sin un informe jurídico que las avale. 


SEÑOR MICHELINI.- Creo que la Cámara de Representantes actuó con mucho celo con respecto al 
manejo de esta información. 


El artículo 9%, que se refiere al intercambio de información con organismos internacionales, 
termina -como es frecuente en esos casos- con la frase “siempre que dicha información recaiga sobre 
personas con sentencia de condena pasada en autoridad de cosa juzgada”. Esto quiere decir que no 
se aplica a todos los casos ni en cualquier circunstancia; inclusive, tengo dudas de si en alguna 
situación la información de que se dispone aquí no sería más valiosa para gente fugitiva o que no fue 
procesada, de quienes se tiene el ADN. Pongamos el ejemplo de que en otro país haya un delincuente 
serial de quien se tiene su ADN pero no su identidad y se presume que Uruguay puede tener la 
información para lograr identificarlo, pero Uruguay no la da porque no es cosa juzgada. Entonces, 
independientemente de ese aspecto, el artículo 9” es restrictivo. 


Tengo el temor de que los artículos 11, 12 y 13 -hice la observación y mi preocupación está en 
el Código Penal, tal como señaló el señor Senador Moreira- se empantanen -esto no es bueno- y 
nunca se aprueben. En realidad, prefiero que esto se convierta en ley -sé que no es bueno en lo que 
tiene que ver con el trámite parlamentario- y, después, cuando el Código Penal se haya aprobado en 
ambas Cámaras, este tema se incorpore con una nueva reformulación, a que sea enviado a la Cámara 
de Representantes y se produzca un desentendimiento entre ambos Cuerpos -ya los ha habido- y 
terminemos empantanando el proyecto de ley. Con esto no quiero decir que hoy debamos votar esta 
iniciativa si existen dudas. Me parece que en la actividad diaria de la Policía -sobre la que tanto se 
habla de represión- es mucho más importante la inteligencia, es decir, aquellos aspectos de 
investigación frente a un delito, que la represión en sí misma. Por distintas fuentes me he enterado de 
que en algunos delitos como, por ejemplo, el de contrabando o en la lucha contra el narcotráfico -uno 
de los primeros Gobiernos que lo llevó a cabo fue el del doctor Batlle y, después, el del doctor Tabaré 
Vázquez, aunque supongo que el mecanismo era el mismo- cuando la Policía realiza los 
procedimientos toma en cuenta los máximos detalles -fotografías, grabaciones de escuchas 
telefónicas, seguimientos, etcétera- a tal punto que no es necesario generar una situación de violencia, 
salvo en algún caso específico. Es más, la detención se hace en el momento en que se sabe que el 
delincuente no puede ofrecer resistencia y prácticamente se tienen las pruebas a la vista. Entonces, la 
dirección correcta es brindar la mayor cantidad de aspectos tecnológicos y de investigación, pero estos 
deben estar regulados por ley, porque no creo que sean buenos los decretos. Por ejemplo, el tema del 
manejo del ADN de las personas es crucial para identificar delincuentes que incurren en el delito de 
violación pues con un examen de ADN se puede identificar al delincuente. Me parece que debemos 
contar con un marco que clarifique esto, aunque no sea el perfecto. No me quedaría tranquilo si estas 
figuras penales -comparto con el señor Senador Moreira en cuanto a que estamos a punto de revisar 
todo y estamos creando algunas nuevas- no se aprueban porque la consideración del Código Penal va 
a llevar, por lo menos, seis meses de estudio en la Cámara de Representantes y casi todo el año que 
viene en la nuestra. Pero si al proyecto le dejamos la redacción original -es cierto que aquella nos 
compete y nos abarca más- en virtud de la cual el Juez debe actuar si a través de estos aspectos se 
violan algunas normas legales, y la Cámara de Representantes estima que no es de recibo, va a 
producirse un desentendimiento. 


SEÑOR GAMOU.- Me parece que puede suceder lo que plantea el señor Senador Michelini. Es más, el 
hermano del señor Senador, el señor Diputado Michelini, planteó que cuando se crea una figura 
delictiva hay que crear la pena, lo que fue tomado en cuenta por la totalidad de los Diputados. La 
redacción de estos artículos que fijan las penas se hizo en forma conjunta entre los tres partidos 
políticos que integran la Comisión. Entonces, conociendo a mis colegas de la otra Cámara, pueden 
verse ofendidos y, tal como dice el señor Senador Michelini, puede suceder que este proyecto vuelva a 
la Cámara de Representantes, que no acepten las modificaciones y que haya que ir a la Asamblea 
General. Entonces, habiendo consenso entre todos los partidos en cuanto a que esto debe ser 
aprobado, quizás la mejor solución sea la que plantea el señor Senador Michelini, más allá de que, 
obviamente, es lo mismo votarlo hoy o la semana que viene porque, de todas maneras, no va a haber 
sesión del Plenario hasta junio. Sí sería importante aprobarlo en junio. 


Muchas gracias. 


SEÑOR MICHELINI.- Señor Presidente: obviamente, nadie está pidiendo que se vote hoy. 


Creo que los artículos se incluyeron por la posibilidad de que cualquier funcionario manejara 
este banco de datos, este archivo, sin que pudiera recaer una pena, y porque la redacción anterior 
podía generar algo de confusión. 


Entonces, prefiero que se apruebe de esta manera, aunque no pido que se haga en el día de 
hoy. Creo que cada uno de nosotros debe reflexionar con sus Bancadas -nosotros tendremos que 
hacerlo en la nuestra- y, además, siempre el proyecto de ley es perfectible. Luego, cuando analicemos 
el Código Penal, actuaremos en consecuencia. 


Ahora bien, de tomarse este camino, me parece que deberíamos pedir al señor Presidente 
que adjunte a la versión taquigráfica una nota en la que se diga que varios señores Senadores creían 
inconveniente la aprobación de este proyecto que crea figuras, teniendo en cuenta que en un futuro se 
va a discutir el Código Penal, pero que se hizo así considerando que ambas Cámaras vamos a 
armonizar debidamente todo esto cuando se apruebe el Código. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Quiero recordar lo que todos sabemos: en ocasión de la aproximación que 
realizamos al tema de la reforma del Código Penal habíamos fijado como criterio la inconveniencia de 
sancionar leyes que crearan nuevas figuras penales. Sin embargo, también entiendo razonable la duda 
que plantean los señores Senadores Michelini y Gamou, en el sentido de que sería inconveniente que 
esto tuviera más dilatoria. Por tanto, me sumo a esta propuesta de darnos una semana más para hacer 
las consultas necesarias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiere decir que existe una propuesta de aprobar el proyecto tal como fue 
enviado por la Cámara de Representantes. 


Por otro lado, quiero decir que el asunto de la creación de los delitos no me preocupa tanto 
porque, en definitiva, se va a terminar solucionando con la aprobación del Código Penal. Sí me 
gustaría saber si existe otra campana sobre el tema. Cuando vinieron los representantes de la Policía 
Técnica dijeron que Uruguay pasaría a ser de los primeros países en incorporar un sistema de estas 
características. ¡Bienvenido sea, sobre todo, si es para perseguir a los delincuentes en un momento en 
que vivimos los problemas de inseguridad que todos conocemos! Me parece que hay otros bienes 
protegidos que pueden estar en controversia con el proyecto y por eso quisiera saber quién estaría en 
condiciones de darnos una opinión sobre las desventajas o los problemas que podría traer la 
incorporación de un sistema de estas características. 


En consecuencia, lo incluiremos en el orden del día de la semana que viene y, salvo opinión 
en contrario, se aprobaría sin modificaciones. 


SEÑOR MICHELINI.- Si entendí bien, entonces, incluiremos este tema en el Orden del Día y si en los 
próximos días algún integrante de la Comisión considera pertinente la comparecencia de algún 
especialista o entendido en la materia, lo invitaremos para que concurra el próximo martes. 
Políticamente creemos que es inconveniente retrasar el tratamiento de este proyecto por alguna de 
esas observaciones porque seguramente esto va a armonizar luego con el Código Penal, pero si 
hubiera observaciones de otra índole o si algún integrante de esta Comisión plantea la concurrencia de 
un especialista, nos parece bien. 


Repito que no necesariamente hay que esperar al próximo martes para hacer el planteo de 
invitar a un especialista, sino que si el jueves ya se sabe, se puede resolver invitarlo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La próxima sesión de la Comisión de Constitución y Legislación del Senado 
se celebrará el próximo martes 31 de mayo a la hora 10:00. En primer lugar, vamos a recibir a los 
integrantes de la Comisión redactora del Proyecto de Código del Procedimiento Penal, si es que los 
invitados no tienen inconveniente con la hora acordada; en segundo lugar, trataríamos el pedido de 
suspensión de fueros del señor Senador Nin Novoa; y, en tercer término, el relativo al Registro 
Nacional de Huellas Genéticas. 


Con relación al pedido de suspensión de fueros del doctor Muguruzza, vamos a solicitar 
informe a las Cátedras de Derecho Constitucional de la Universidad de la República y de la 
Universidad Católica. Asimismo, el planteamiento que hacemos en nombre del Partido Nacional es que 
se remita el expediente con la versión taquigráfica de lo que se habló en la sesión de la Comisión el 
martes pasado, a efectos de recibir la opinión de las Cátedras. 


SEÑOR MICHELINI.- No me voy a oponer a lo que propone la Presidencia, pero quiero hacer dos 
aclaraciones. En primer lugar, creo que en la carta debe establecerse un plazo para que nos contesten 
a la brevedad porque no nos parece conveniente que esa instancia pueda insumir más de 30 días, ya 
que ese tema también lo queremos resolver rápidamente, por las mismas razones que manifestamos 
con relación al caso del señor Senador Nin Novoa. 


En segundo término, y aunque parezca obvio, quiero aclarar que de ninguna manera este 
tipo de información es vinculante. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el pedido de consulta a las Cátedras de la Universidad de la 
República, de la Universidad Católica y de la Universidad de Montevideo, como me acota el señor 
Senador Lorier. 


(Se vota:) 
-7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


SEÑOR MICHELINI.- En virtud de que este tema no va a figurar en el orden del día del próximo 
martes, propongo que se incluya allí cuando lleguen los informes o, a más tardar, a los 30 días de que 
haya sido pedida la consulta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 16 y 32 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


